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Comunidades Agrícolas: Antecedentes generales y jurídicos
Las comunidades agrícolas constituyen una modalidad de tenencia de la tierra que reconoce su origen en los tiempos de la colonia, y que consiste en la agrupación de propietarios de un terreno rural común que se organizan para ocuparlo, explotarlo o cultivarlo. Los titulares de derechos sobre el terreno común se denominan comuneros, a quienes se les asigna de manera permanente y exclusiva una porción determinada de terreno para la explotación o cultivo de él y su familia.
Actualmente existen 178 comunidades agrícolas. De éstas, 176 se ubican en la Región de Coquimbo, dos en la Región de Valparaíso, una en Atacama, y una en la Región Metropolitana, abarcando en total una superficie aproximada de un millón de hectáreas.
La ley regula detalladamente los derechos y deberes de los comuneros en el terreno común, así como la organización de las comunidades agrícolas, disponiendo, al efecto, de normas destinadas a normas su constitución, su administración, las restricciones y limitaciones en relación al terreno común, y la transferencia de los derechos de cada comunero, entre otros aspectos.

Introducción

Se describe el origen y situación actual de las comunidades agrícolas acogidas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 5 de 1968 (DFL N° 5), del Ministerio de Agricultura. Asimismo, se desarrollan aspectos regulatorios generales de estas comunidades, referidos a derechos, organización, restricciones y limitaciones, entre otros.
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I. Origen y situación actual de las Comunidades Agrícolas 

Las comunidades agrícolas constituyen una modalidad de tenencia de la tierra que reconoce su origen en los tiempos de la colonia, en el siglo XVI. La Corona de España otorgó, retribución de sus servicios, mercedes de tierras a oficiales y personal de tropa. Posteriormente, hacia mediados del siglo XX, y producto de varios flujos migratorios, estas tierras conformaban asentamientos con una organización muy particular basada en la tradición y la costumbre, y en torno a la explotación de la tierra con fines silvoagropecuarios
. 

La necesidad de readecuar estas instituciones a la legislación contemporánea, hizo surgir hacia el año 1963 una merco regulatorio de estas comunidades, principalmente en las antiguas provincias de Atacama y Coquimbo
. Con posterioridad, mediante el Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, de 1968, se fija el texto refundido del D.F.L. R.R.A. Nº 19, sobre constitución de la propiedad de tales comunidades y de su organización.

Actualmente existen 178 comunidades agrícolas. De éstas, 176 se ubican en la Región de Coquimbo, dos en la Región de Valparaíso, una en Atacama, y una en la Región Metropolitana, abarcando en total una superficie aproximada de un millón de hectáreas
. Aunque son bastante heterogéneas respecto a los recursos naturales que poseen, están siendo igualmente afectadas por fuertes procesos de desertificación debido a prácticas irracionales de manejo de estos recursos, en un contexto de disminución progresiva de precipitaciones
. Dado lo anterior, las comunidades agrícolas constituyen en la actualidad uno de los grupos humanos de menores ingresos del país
.

II. Aspectos regulatorios generales de las Comunidades Agrícolas

1.
Definición y derecho asociados a la Comunidad Agrícola

La legislación reguladora de las comunidades agrícolas las define como “la agrupación de propietarios de un terreno rural común que lo ocupen, exploten o cultiven y que se organicen en conformidad a la ley”. Los titulares de derechos sobre el terreno común se denominan comuneros, a quienes se les asigna de manera permanente y exclusiva una porción determinada de terreno para la explotación o cultivo de él y su familia, denominado “goce singular”. Sin perjuicio de esta prerrogativa, se permite asignar a un comunero y a su familia una porción de terreno de la comunidad por un periodo determinado, lo que se denomina “lluvia”.

El terreno común, por su parte, corresponde a aquella parte de la propiedad de la comunidad sobre la cual no se ha constituido ningún goce singular o lluvia. Sobre éste, los comuneros son propietarios de un derecho o cuota, el cual les permite el uso y goce de los bienes de la comunidad, que recae, entre otros, sobre: 

· Los terrenos comunes, en la forma que lo determine la Junta General de Comuneros;

· Los goces singulares que les asigne la Junta General de Comuneros de un modo exclusivo y permanente, y 

· Los derechos de aprovechamiento de aguas que posea la comunidad por la competente inscripción, de las aguas lluvias que caen o se recogen en el predio común y de las que corresponden a vertientes que nacen, corren y mueren dentro del mismo predio.

La ley excluye expresamente de esta clase de comunidades y, por tanto, de las disposiciones que las rigen, a los ocupantes de un terreno a cualquier título que se hayan acogido con anterioridad a la solicitud de Comunidad Agrícola, a cualquiera norma de saneamiento o regularización de la propiedad, como incluidas las de terrenos comprendidos en poblaciones declaradas en situación irregular de acuerdo a la Ley N° 16.741; de tierras indígenas regidas por la Ley N° 17.729; de terrenos de la Provincia de Isla de Pascua y, en general, a toda comunidad o agrupación de personas que se haya acogido a otra norma que rija la constitución o regularización del dominio en relación con el predio.

2.
Constitución de las comunidades agrícolas

De acuerdo al artículo 3º bis del DFL Nº 5, previo a su constitución, los interesados en formar una comunidad agrícola deben elegir, de entre sus miembros, un Directorio Provisorio, cuya función principal es representar a los solicitantes ante el Ministerio de Bienes Nacionales.

Lo anterior, por cuanto, por expreso imperativo legal, la constitución de la propiedad de las comunidades agrícolas, el saneamiento de sus títulos de dominio y su organización, debe efectuarse a petición de dos o más comuneros interesados mediante solicitud escrita de intervención de la División de Constitución de la Propiedad Raíz del citado ministerio
. 

Solicitada que sea la intervención de la División de Constitución de la Propiedad Raíz, ésta queda facultada, entre otras materias, para:

· Señalar el nombre, ubicación, cabida y deslindes del predio común;

· Establecer el dominio de la Comunidad Agrícola sobre las tierras comunes;

· Establecer, oyendo al Directorio Provisorio, la nómina de los comuneros y sus cuotas o derechos sobre el predio común y sus goces singulares. Sólo pueden conformar la nómina de comuneros las personas que, por sí o por otra en su nombre, estén ocupando tierras dentro del predio de la Comunidad Agrícola, las hayan explotado o aprovechado durante cinco años a lo menos, con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud, y pretendan derechos de dominio sobre dicho predio; y

· Redactar los estatutos por los cuales se regirá la Comunidad Agrícola. 

Cumplidos los trámites descritos, la División de Constitución de la Propiedad Raíz, debe elaborar un informe que contenga, entre otros, los siguientes antecedentes: el nombre, ubicación, cabida, deslindes del predio común y de los derechos de aprovechamiento de aguas pertenecientes a la comunidad; la nómina de comuneros y sus derechos; el proyecto de estatutos por los cuales se regirá la Comunidad; la forma como está organizada la Comunidad y su administración; y la forma en que se distribuye entre los comuneros el uso de los derechos de aprovechamiento de aguas inscritos, de las aguas pluviales y de las vertientes que existan en la comunidad. 

El citado informe debe presentarse al Juez de Letras en lo Civil de Mayor Cuantía. A éste se le solicita citar a todos los comuneros y a todos aquellos que puedan pretender derechos tanto sobre las tierras como sobre los derechos de aprovechamiento de aguas señalados como de la Comunidad Agrícola, a un comparendo, instancia destinada a resolver lo concerniente al nombre que se dará a la Comunidad Agrícola, a la inscripción del dominio del inmueble común, a la organización de aquélla y a los derechos de aprovechamiento de aguas. La citación al comparendo debe notificarse por medio de avisos, uno de los cuales debe efectuarse en un periódico de la cabecera de provincia y en radios de la provincia.

Si en el comparendo no se formularen observaciones, el Juez debe dictar una resolución, ordenando inscribir el predio común en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo y protocolizar ante un notario del departamento, copia autorizada de los Estatutos, aprobados para la Comunidad Agrícola, y de la designación de su Directorio
. 

Por el contrario, si se formulan observaciones, relativas a la individualización del inmueble común y sus derechos de aprovechamiento de aguas, no se suspende el procedimiento, y ellas sólo tendrán por objeto la reserva de sus derechos y acciones que deberán ejercitarse de acuerdo con el derecho común en el plazo de un año, contado desde la fecha del comparendo
.

Cumplidos los trámites descritos, individualizado el terreno común, determinados sus derechos de aprovechamiento de aguas y los goces singulares y establecida la nómina de los comuneros con sus derechos de cuotas, se debe proceder a determinar el nombre de la Comunidad Agrícola, su domicilio, organización, administración y representación
.    

3.
Organización y administración

La primera autoridad de la comunidad agrícola corresponde a la Junta General de comuneros. Sus acuerdos obligan a todos los comuneros, siempre que hubieren sido tomados en la forma establecida en el estatuto y no fueren contrarios a las leyes o reglamentos. En esta Junta cada comunero tiene derecho a un voto
.

Las Juntas Generales pueden ser ordinarias o extraordinarias. Las primeras deben celebrarse una vez al año. Las segundas tienen lugar en cualquier tiempo. En ambos casos los acuerdos se adoptan por mayoría absoluta de los asistentes, a menos que la ley o los Estatutos exijan un quórum más alto.

Por su parte, la administración de la comunidad corresponde al Directorio, órgano compuesto de no menos de cinco ni más de once miembros, designados por la Junta General. El Directorio debe designar de entre sus miembros un presidente, un secretario y un tesorero. Al primero le corresponde la representación judicial y extrajudicial de la Comunidad Agrícola
.

La ley determina expresamente las atribuciones del Directorio, entre las cuales se encuentran
: 

· Administrar los bienes de la Comunidad Agrícola sin perjuicio de los goces individuales que se acuerden;

· Velar por el cumplimiento de los acuerdos de la Junta General y aplicar las sanciones que ésta haya establecido;

· Citar a la Junta General Ordinaria en la fecha que fijen los Estatutos y a la Junta Extraordinaria cuando lo juzgue necesario o cuando lo soliciten por escrito a lo menos, una décima parte de los comuneros, con un mínimo de cinco;

· Contratar créditos y velar por su correcta inversión y servicio; y

· En general, celebrar todos los actos y contratos que sean necesarios para la administración de la Comunidad Agrícola.

4.
Resolución de conflictos

De acuerdo al artículo 22, todos los conflictos que se susciten entre los comuneros, o entre ellos y la Comunidad Agrícola, referentes al uso y goce de los terrenos y demás bienes comunes, deben ser sometidos a arbitraje del Directorio, que tratará de conciliar a las partes. De no ser acatada dicha conciliación, las partes pueden acudir al juez de letras en lo civil del domicilio de la Comunidad Agrícola.

5.
Restricciones y limitaciones

La enajenación o gravamen de todo o parte de los terrenos comunes y los derechos de aprovechamiento de aguas de las comunidades agrícolas requieren del consentimiento de todos los comuneros, salvo que se trate de una enajenación parcial o del establecimiento de un gravamen, total o parcial, con el objeto de desarrollar en esos terrenos algún proyecto de un organismo de la Administración del Estado o municipal, previa autorización de la Junta General de Comuneros.

Sin perjuicio de lo anterior, los estatutos pueden otorgar a las Juntas Generales la facultad de enajenar parcialmente o de gravar, total o parcialmente, los terrenos o derechos, siempre que dispongan que los acuerdos se adopten con el consentimiento de, a lo menos, los dos tercios de los comuneros que representen no menos del 70% de los derechos inscritos. 
Finalmente, la Junta General Extraordinaria, por acuerdo de los dos tercios de los asistentes, que representen, al menos, el 50% de los derechos inscritos, siempre puede autorizar al Directorio para hipotecar el inmueble común en garantía de préstamos otorgados por el Banco del Estado de Chile, por la Corporación de Fomento de la Producción, por el Instituto de Desarrollo Agropecuario, por el Servicio de Vivienda y Urbanización o por otros servicios públicos o instituciones creadas por ley en las cuales el Estado tenga participación o representación, o, en general, por instituciones bancarias o financieras. 

6.
Transferencia de los derechos

El artículo 39 del DFL N° 5 permite la transferencia voluntaria de los derechos que se tengan en una Comunidad Agrícola, la que puede efectuarse por instrumento privado autorizado por el Jefe de la Oficina Provincial de Bienes Nacionales respectiva, debiendo anotarse el contrato en el registro especial que lleva, para estos efectos, dicha oficina.







� Instituto Nacional de Estadísticas: Unidad de Operaciones IV Región. Población y Asentamientos Humanos en el ámbito de las Comunidades Agrícolas – Región de Coquimbo,  2005. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1iiju" ��http://bcn.cl/1iiju� (Enero, 2014). 


� Decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 19, de 1963


� De acuerdo a los datos del Censo Agropecuario, al 2007 existían 192 comunidades, sin embargo, de acuerdo a información entregada por Yanina González, coordinadora del Programa de Comunidades Agrícolas del Ministerio de Bienes Nacionales, varias comunidades han experimentado un proceso de segregación en los últimos años, producto de la venta de los goces singulares, por parte de los comuneros. 


� Schneider, Nicolás y Jaime Ramírez: Comunidades Agrícolas de la Región de Coquimbo, su escenario actual y sus perspectivas de Desarrollo en el marco del Modelo Económico Chileno. 2009, Pp 99. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1iiha" ��http://bcn.cl/1iiha� (Enero, 2014).


� Instituto Nacional de Estadísticas. Op. Cit. 





� Artículo 3 del DFL 5 de 1968 del Ministerio de Agricultura.


� Artículo 10 y 27 del DFL N 5 de 1968, del Ministerio de Agricultura.


� Artículo 11 del DFL Nº 5 de 1968, del Ministerio de Agricultura.


� Artículo 15 del DFL Nº 5 de 1968, del Ministerio de Agricultura.


� Ibídem. Artículo 16.


� Ibídem. Artículo 21.


� Ibídem. Artículo 20.
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